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27 de agosto de 2019 

 

Estimado señor presidente Iván Duque 

Estimados señores del Ministerio del Interior 

Estimados señores alcaldes de Albania y Maicao 

Estimados señores Defensor, Procurador y Personero 

Estimados señores de la Unidad Nacional de Protección 

 

Acción Urgente: por inminente Desalojo del Pueblo Indígena Wayuu del Rocío 

 

Como organizaciones con una larga trayectoria de trabajar en derechos humanos, desarrollo inclusivo, 

sostenible y justo, y la promoción de programas que abordan la pobreza y la desigualdad en Colombia. 

Los miembros de ABColombia quisieran llamar su atención a la situación que está enfrentando el 

pueblo indígena Wayuu y la comunidad negra, que han sido afectadas en sus derechos fundamentales 

por la operación de la mina del Cerrejón, entre las cuales se encuentra la comunidad El Rocío.  

 

ABColombia es un proyecto de incidencia de cinco agencias británicas e irlandesas con programas en 

Colombia: CAFOD, Christian Aid UKI, Oxfam GB, SCIAF y Trócaire. El acrónimo ABColombia abrevia 

“Agencias Británicas e Irlandesas trabajando en Colombia.” Los miembros de ABColombia, a través de 

sus copartes en Colombia están haciendo un acompañamiento del Pueblo Indígena Wayuu y 

comunidades negras de la Guajira que están viviendo alrededor de la mina Carbones del Cerrejón (El 

Cerrejón). 

 

La comunidad Wayuú El Rocío, ha habitado su territorio de manera ininterrumpida desde hace más de 

40 años y en él han crecido alrededor de cuatro generaciones. Durante este periodo han sufrido dos 

desplazamientos forzados, el primero en 1997 por los paramilitares y el segundo en el 2010 por parte 

de las FARC. Esta situación de desplazamiento impactó gravemente la pervivencia de la comunidad, 

situándola en una situación de riesgo de desaparición cultural y física.  

 

Actualmente la comunidad está constituida por 30 familias, 10 de las cuales viven en el territorio de 

manera permanente, incluido 15 niños, cinco madres lactantes y una mujer embarazada. Ubicada a 

escasos 30 metros de la rivera del arroyo Bruno, la comunidad mantiene una relación vital tanto física 

como cultural con el río; sin embargo, la actividad extractiva de la mina y la desviación de su cauce en 

la parte baja, realizada por El Cerrejón, según las denuncias, ha ocasionado la sequía del río, agravando 

la posibilidad de acceder al agua, ya de por sí, de difícil acceso para las comunidades Wayuú en la 

Guajira. 

 

Teniendo en cuenta que esta comunidad lleva ocupando este territorio por mucho más de los 10 años 

que la legislación exige para formalizar la posesión, y desde antes de que las señoras Toncel Redondo 

respectivamente Hernández ostentaran títulos de propiedad, y de acuerdo con la normatividad sobre 

los territorios indígenas, su ocupación pacifica e ininterrumpida le da derecho a la titulación de su 

territorio.  

 

Es por ello urgente, que las autoridades competentes hagan un estudio detallado de la posesión real 

del predio en cuestión y de los títulos existentes. Durante este proceso, es necesario garantizar la 
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permanencia de la comunidad en su territorio para proteger su derecho a la vida digna, la soberanía 

alimentaria y su cultura.  

 

Así mismo, en su calidad de víctimas de desplazamiento forzado a la luz del Decreto 4633 de 2011, es 

importante asegurar especial atención a los derechos de los niños y de las madres que en su condición 

de vulnerabilidad se verían más afectadas por un desalojo violento. Igualmente solicitamos brindar 

garantías a la comunidad indígena Wayuu del Rocío y evitar que con el desalojo se afecten sus 

derechos fundamentales, en especial al mínimo vital. 

 

Solicitamos respetuosamente a las instituciones lo siguiente: 

 

• A la Presidencia de la República y al Ministerio del Interior – Oficina Asuntos Indígenas, ROM y 

Minorías, Gobernación de la Guajira, Alcaldía de Albania, La Guajira y Alcaldía de Maicao, La 

Guajira. Teniendo en cuenta lo establecido en el Decreto 1066 de 2015 y sus posteriores adiciones, 

en especial el deber de brindar medidas de protección a las comunidades que están siendo 

afectadas por vulneraciones a los Derechos Humanos, les solicitamos brindar garantías a la 

comunidad indígena Wayuu del Rocío y evitar que con el desalojo se afecten sus derechos 

fundamentales, en especial al mínimo vital. 

• A la Alcaldía de Albania y a la Alcaldía de Maicao como primera autoridad civil y de policía en sus 

respectivos municipios y de acuerdo a los deberes que le impone la Constitución, la Ley y las 

normas internacionales, garantizar a la comunidad indígena Wayuu del Roció su permanencia en 

su territorio o una reubicación en un lugar que les ofrezca iguales o mejores condiciones, antes de 

si quiera proponerse una acción de desalojo. 

• Al Ministerio Público (Procuraduría General de la Nación, Defensoría del Pueblo y Personería 

Municipal) realizar seguimiento al caso de la comunidad indígena Wayuu del Rocío. Así como 

brindar medidas de atención y protección a los integrantes de la comunidad que puedan ser 

afectados con una acción arbitraria de desalojo, sin que previamente se les hayan garantizado 

condiciones mínimas para su reubicación.  

• A la Unidad de Víctimas se solicita, teniendo en cuenta lo establecido en la Ley 1448 del 2011, y la 

condición de que la comunidad wayuu del Rocío son víctimas del conflicto armado interno, brindar 

garantías de no repetición, dado que de efectuarse un desalojo arbitrariamente en contra de esta 

comunidad, implicaría en la práctica, un nuevo desplazamiento forzado, esta vez por agentes 

estatales. 

• Defensoría Regional del Pueblo- Guajira. Procuraduría General de la Nación y Personería Municipal 

de Albania. Respecto de las funciones que la Constitución Política y la Ley establece para cada una 

de estas instituciones. Relevante la directiva 02 de 2017 de la Procuraduría General de la Nación.   

• Unidad para la Atención y Reparación Integral para las víctimas UARIV, teniendo en cuenta lo 

establecido en la Ley 1448 del 2011. En relación con las medidas de reparación, satisfacción y 

garantías de no repetición, para las víctimas del conflicto armado interno.   

 

Respetuosamente, 

 

 
Louise Winstanley 

Programme and Advocacy Manager  

ABColombia  

 


